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5ª SALA ESPECIALIZADA EN MATERIA CIVIL Y MERCANTIL DEL

TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DEL ESTADO. -  Cancún Quintana

Roo, a doce de julio del año dos mil veintitrés.

VISTO.- Para  resolver  el  toca  civil  cuyos  datos  al  rubro  se  citan,

formado con motivo de los recursos de apelación interpuestos por las partes,

en  contra  de  la  sentencia  definitiva  dictada  en fecha  veinticinco  de

febrero del año dos mil veintidós, por el Juez ******* ***** ** ******* *********

*** ******** ******** ** ******* ******** ***, en los autos del Juicio Ordinario Civil

al rubro referenciado, y;

R E S U L T A N D O

1.-  Los puntos resolutivos de la sentencia definitiva impugnada son del

tenor literal siguiente:

“PRIMERO.-  Son  infundadas las  pretensiones  de  la  parte  actora

respecto  del  JUICIO  ESPECIAL  HIPOTECARIO,  promovido  por  el

Licenciado  ****  *******  ****  *********,  como  apoderado  general  para

pleitos  y  cobranzas  de  la  institución  de  crédito denominada  *****

*********  ***  ******  ********  ********  ***********  **  *****  *********  *****

********** *******, en contra de la ciudadana  ******* ****** ***** *******.

-------------------------------------------------------------------------------

SEGUNDO.- Se dejan a salvo los derechos de la parte actora para que

los  haga  valer  en  la  vía  y  forma  que  legalmente  proceda.

-------------------

TERCERO.-  No se hace especial condenación del pago de gastos y

costas  en el  presente  juicio,  por  los  motivos  expuesto  en el  último

considerando de la presente Sentencia Definitiva. ----------------------------

CUARTO.- Notifíquese  personalmente  para  los  efectos  legales

correspondientes y cúmplase…”  



2.- Inconformes con la resolución anterior, las partes interpusieron los

recursos  de  apelación,  mismos  que  previa  su  substanciación  legal,  se

dejaron en estado de dictar sentencia la que ahora se pronuncia de acuerdo

a los siguientes:

C O N S I D E R A N D O S:

PRIMERO. COMPETENCIA

Esta Autoridad es competente para  resolver el  presente asunto, en

términos de los artículos 98 y 99 de la Constitución Política del Estado Libre

y Soberano de Quintana Roo,  2,  11 y 31 de la  Ley Orgánica del  Poder

Judicial  del  Estado  de  Quintana  Roo  y  atendiendo  a  los  Acuerdos

TSJQROO/ORD/4/2017 y TSJQROO/2/2022 ambos de la Sesión del Pleno

del  Tribunal  Superior de Justicia del  Estado,  el  primero de fecha seis de

octubre del año dos mil diecisiete, y el segundo del ocho de febrero de dos

mil veintidós, por virtud de los cuales, a partir del día nueve de octubre de

dos  mil  diecisiete,  a  raíz  de  la  reorganización  de  las  Salas  de  este  H.

Tribunal,  la  Quinta  Sala  especializada  en  Materia  Civil  conoce  de  las

materias civil y mercantil, motivo por el cual su denominación actual es  5a

SALA ESPECIALIZADA EN MATERIA CIVIL Y MERCANTIL y a partir del

día dieciséis de febrero de dos mil veintidós, su competencia territorial se

modificó, quedando fijada su sede en la Ciudad de Cancún y competencia

territorial  en  los  distritos  judiciales  de  Cancún,  Isla  Mujeres  y  Lázaro

Cárdenas.

SEGUNDO. EXPRESIÓN DE AGRAVIOS

Los recurrentes dentro del término de ley expresaron como agravios los

que se contienen en sus escritos respectivos, mismos que no se transcriben,

pero serán tomados en consideración con posterioridad en el cuerpo de la

presente resolución, sin que ello depare perjuicio alguno a los apelantes en

los  términos  de  la  tesis  jurisprudencial  que  a  continuación  se  cita:

“AGRAVIOS. LA FALTA DE TRANSCRIPCIÓN DE LOS MISMOS EN LA

SENTENCIA,  NO  CONSTITUYE  VIOLACIÓN  DE  GARANTÍAS”.  Octavo

Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. Fuente: Semanario

Judicial  de la Federación, Octava Época, Tomo: XII,  Noviembre de 1993,

Página: 288.

TERCERO. PRONUNCIAMIENTO

Así las cosas, analizadas las constancias que integran el expediente

civil  del cual deriva el presente recurso de apelación, mismas que siendo
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actuaciones judiciales tienen pleno valor probatorio en términos del artículo

406  del  Código  de  Procedimientos  Civiles  para  el  Estado,  y  una  vez

efectuada la lectura integral de los agravios esgrimidos por ambas partes,

este Tribunal de Alzada procede a su calificación en los siguientes términos. 

A).- En  primer  lugar,  la  parte  actora  en  el  recurso  respectivo

sostiene que le causa perjuicio la sentencia combatida, pues en su opinión

no operó la caducidad de la instancia, como se sostuvo en dicha resolución,

toda vez que a su consideración la inactividad que le fue atribuida no era una

carga procesal que le correspondiera, en virtud que el emplazamiento, es un

acto de autoridad que a su juicio se debe realizar de oficio, por orden del

Juez, y a través del Actuario; y que para el caso de requerir la presencia de

la parte actora en la diligencia de emplazamiento del demandado, estima

que es responsabilidad del Juez ordenar su presencia, señalando la fecha y

hora para practicar dicha diligencia, comisionando al fedatario público de su

adscripción para efectuarla, notificando previamente a la actora para que se

encuentre enterado y pueda estar presente en tal diligencia.

Asimismo, aduce que mediante auto de fecha trece de enero del año

dos mil veinte (sic), se ordenó girar oficios de búsqueda a las Instituciones

correspondiente, a fin de que brindaran los registros de los domicilios que

tuvieran a nombre de la parte demandada, los cuales fueron contestados y

acordados  en  autos  de  fechas  ocho  de  septiembre  de  dos  mil  veinte,

veintiséis y veintisiete de enero, cuatro de febrero, y tres de marzo, todos del

año dos mil veintiuno, y que en fecha veintiséis de mayo del año dos mil

veintiuno, se emplazó a la parte demandada, dando el  debido impulso al

juicio de origen.

Finalmente, señala que la caducidad de la instancia solicitada por la

parte demandada en la contestación de demanda, debió ser acordada en el

auto de contestación de demanda; sin embargo, a ésta le recayó su acuerdo

de contestación, y ante ese acuerdo admisorio de contestación de demanda

(sic), la parte demandada entró en término para presentar su recurso contra

el  auto  que  no  acordó  la  caducidad  del  presente  juicio,  dando  así

continuidad a la litis. 

Expuesto  lo  anterior,  y  a  fin  de  pronunciarse  sobre  los  agravios

expuestos,  es dable mencionar que en la sentencia recurrida el  juzgador

primigenio al resolver la excepción denominada de caducidad de la instancia

que  la  demandada  hizo  valer,  misma que  declaró  fundada,  sostuvo  que

existió inactividad procesal imputable al actor, en razón de que no se ejecutó

el acuerdo de fecha dieciséis de enero de dos mil dieciocho, en el cual se



decretó  practicar  el  emplazamiento  ordenado  en  el  auto  de  radicación,

mismo que no podía llevarse a cabo sin la presencia de la parte actora, en

virtud de que el citado auto inicial traía ordenado un requerimiento de pago,

por  lo  que  la  accionante  incurrió  en  negligencia  para  la  prosecución  del

juicio; además de que al no contar con domicilio de la demandada en ese

entonces para efectuar su emplazamiento al juicio, correspondía a la actora

proporcionarlo o bien manifestar que no contaba con el mismo, pidiendo que

se giraran oficios de búsqueda.

En  ese  tenor,  se  observa  que  los  motivos  de  desacuerdo  antes

reseñados no cuestionan lo expresado con relación a que el emplazamiento

a juicio de la demandada no podía llevarse a cabo sin la presencia de la

parte actora, sino debaten la responsabilidad del Juez relativa a que ordene

su  presencia,  señalando  fecha  y  hora  para  practicar  dicha  diligencia  de

emplazamiento,  comisionando al  fedatario  público de su adscripción para

efectuarla, así como que se le notifique previamente para que se encuentre

enterado y pueda estar presente en tal diligencia.

Así las cosas, aun cuando el emplazamiento al juicio es una actividad

exclusiva del órgano jurisdiccional,  y no de la actora, ésta se encuentra

obligada a velar por su realización, proporcionando la información que sea

necesaria  para  ello,  como  puede  ser  el  domicilio  exacto  de  la  parte

demandada  en  caso  de  no  resultar  correcto  el  proporcionado,  o  en  su

defecto,  solicitar  el  emplazamiento por  edictos,  o cuidar la  devolución de

éstos; o como en el caso acontece (ante el conocimiento que tenía de que

era  imperativa  su  presencia  en  la  indicada  diligencia)  pedir  al  órgano

jurisdiccional que se indicara fecha y hora para efectuarla, y apersonarse. A

más de que al  día  veinticuatro  de  enero de dos mil  dieciocho,  se había

agotado  el  último  domicilio  proporcionado  en  autos  para  efectuar  el

emplazamiento, en tanto resultó infructuoso, lo cual requería de trámites a

su cargo; de ahí que la declaración de la caducidad de la instancia, antes

de que se realizara el emplazamiento a la demandada, no es consecuencia

de la inactividad del Juez, sino de la apatía de la actora, al incumplir con la

carga  y  el  impulso  procesal  para  que  el  juicio  no  quedara  suspendido

indefinidamente,  quien  podía  evitar  la  caducidad  si  presentaba  una

promoción oportuna y tendente a impulsarlo.

Por otra parte, no es verdad que en auto de trece de enero de dos mil

veinte se ordenara girar oficios de búsqueda como aduce el apelante, pues

no existe en autos ningún acuerdo con la indicada fecha, y si bien mediante

escrito  presentado el  trece  de agosto  del  año dos  mil  veinte,  formuló

solicitud al  Juez de primer grado para la investigación del domicilio de la
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demandada mediante la expedición de oficios de búsqueda a determinadas

oficinas y dependencias (misma que se acordó favorable en  auto de data

ocho de septiembre de dos mil  veinte)  lo  cierto  es que a la fecha de

presentación de dicho escrito ya se había consumado la caducidad de la

instancia  por  el  transcurso  en  exceso  de  los  ciento  veinte  días  hábiles

previstos en la ley para que operara dicha perención, tal y como lo sostuvo y

expuso  el  Juzgador  primigenio  en  la  sentencia  impugnada,  por  lo  que

deviene ineficaz el argumento formulado al respecto, siendo que en ningún

caso  la  caducidad  ya  consumada  puede  quedar  sin  efectos  por  alguna

promoción  o  actuación  posterior  al  fenecimiento  del  señalado  lapso,  no

obstante que no se hubiere dictado proveído de oficio o a petición de parte

decretándola.

En  lo  relativo  a  que  su  contraparte  no  interpuso  recurso  alguno,

mediante el cual se inconformara contra el auto que admitió la contestación

de  demanda  -en  la  que  se  opuso  la  citada  excepción  denominada  de

caducidad de la instancia-, sin que en el  mismo se acordara sobre dicha

perención,  procede decir  que carece de razón la  recurrente,  pues en su

caso, se estaría ante una omisión formal procedimental del juzgador, y no de

una situación imputable a su contraparte, quien cumplió con las cargas que

la ley le impone, sin que pudiera suplir las exclusivas del juzgador, es decir,

dicha omisión no se traduce en un acto positivo y concreto, por lo que no

obliga a hacer valer en su contra algún medio de defensa; por otro lado, lo

planteado por la inconforme en esos términos, no trasciende a la situación

de que la caducidad de la instancia se consumó, siendo que ésta opera de

pleno derecho conforme a los previsto en el artículo 131 del Código adjetivo

en la materia y una vez consumada no puede quedar sin efectos.

Como  sustento  a  lo  anterior,  se  citan  los  criterios  visibles  en  la

Sistematización de Tesis y Ejecutorias publicadas en el Semanario Judicial

de la Federación, cuyo rubro y texto disponen:

“CADUCIDAD  DE  LA  INSTANCIA  EN  MATERIA  CIVIL.  EL

CÓMPUTO  DEL  TÉRMINO  PARA  QUE  OPERE  PUEDE  INICIAR

ANTES  DEL  EMPLAZAMIENTO  AL  EXISTIR  CARGAS  PARA  LA

ACTORA  Y  NO  SÓLO  PARA  EL  ÓRGANO  JURISDICCIONAL

(INTERPRETACIÓN  DEL  ARTÍCULO  131  DEL  CÓDIGO  DE

PROCEDIMIENTOS  CIVILES  PARA  EL  ESTADO  DE  QUINTANA

ROO, EN SU TEXTO ANTERIOR A LA REFORMA PUBLICADA EN

EL PERIÓDICO OFICIAL EL 25 DE JULIO DE 2014). Conforme al

citado  numeral,  la  caducidad  de  la  instancia  opera  transcurridos  6

meses de inactividad procesal,  contados a partir  del  día siguiente a



aquel  en  que  surta  efectos  la  notificación  de  la  última  resolución

dictada.  Ahora  bien,  al  ser  dicha  institución  procesal  una  medida

restrictiva  tendente  a  impedir  que  los  litigantes  alarguen

indefinidamente los procesos, para decretar su operancia -aun en los

procedimientos  de  orden  dispositivo,  donde  se  diriman  derechos

disponibles-, no sólo debe considerarse el mero transcurso del tiempo

sin impulso procesal de las partes, sino que dicha inactividad deberá

verificarse  mientras  exista  una carga procesal  cuya satisfacción,  en

interés  propio,  se  encuentre  pendiente  de  colmar  por  éstas  en  el

momento procesal  respectivo.  Así,  lo referente al  emplazamiento no

constituye una carga procesal exclusiva del órgano jurisdiccional, sino

que  coexisten  cargas  para  la  actora,  ya  que  debe  proporcionar  la

información necesaria  para realizarlo,  en caso de no encontrar a la

demandada  en  el  domicilio  indicado,  como  por  ejemplo  indagar  el

correcto y proporcionarlo a la autoridad, o en su defecto, solicitar el

emplazamiento  por  edictos,  razón  por  la  cual,  emitido  el  auto  de

admisión de la demanda, es válido iniciar el cómputo del término para

que  opere  la  caducidad,  aun  cuando  no  haya  sido  emplazada  la

contraparte, en el entendido de que la presentación de una promoción

tendente  a  generar  impulso  procesal  tiene  como  efecto  interrumpir

dicho cómputo y que  inicie nuevamente, no así impedir que aquélla se

actualice hasta en tanto se materialice la actuación que se pretende

impulsar, como sería el caso de que la actora proporcionara un nuevo

domicilio  para  emplazar  a  su  contraria,  ante  la  imposibilidad  de

localizarla  en  el  señalado  primigeniamente.”  Registro  digital:

2010517, Instancia: Plenos de Circuito, Décima Época, Materia: Civil,

Tesis: PC.XXVII. J/1 C (10a.), Fuente: Gaceta del Semanario Judicial

de la Federación. Libro 24, Noviembre de 2015, Tomo II, página 1637,

Tipo: Jurisprudencia.

“CADUCIDAD DE LA INSTANCIA EN MATERIA MERCANTIL.  NO

PUEDE  QUEDAR  SIN  EFECTOS  POR  PROMOCIÓN  ALGUNA  O

ACTUACIÓN  POSTERIOR  AL  FENECIMIENTO  DEL  TÉRMINO

PREVISTO EN EL ARTÍCULO 1076 DEL CÓDIGO DE COMERCIO

AUNQUE NO SE HAYA DICTADO PROVEÍDO PARA DECRETARLA.

De la exégesis de lo establecido en el  segundo párrafo del  artículo

1076 del Código de Comercio, se advierte que el legislador dispuso la

concurrencia de dos circunstancias, para que de pleno derecho, opere

la caducidad de la instancia,  que son el transcurso de ciento veinte

días contados a partir  del  siguiente a aquel  en que surta efectos la

notificación de la última resolución judicial dictada, y que no hubiere

promoción de cualquiera de las partes dando impulso al procedimiento
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solicitando su continuación para que concluya.  Por tanto, en ningún

caso la caducidad ya consumada puede quedar sin efectos por alguna

promoción o actuación posterior al fenecimiento del señalado lapso, no

obstante que no se hubiere dictado proveído de oficio o a petición de

parte  decretándola.”  Registro  digital:  169740,  Instancia:  Tribunales

Colegiados de Circuito, Novena Época, Materia: Civil, Tesis: VI.2o.C.

J/292, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo

XXVII, Mayo de 2008, página 854, Tipo: Jurisprudencia.

Como  puede  advertirse,  al  quedar  subsistente  la  declaratoria

consistente en que ha operado la caducidad de la instancia, no le asiste la

razón  al  recurrente  cuando  pretende  se  tenga  por  acreditada  su  acción

hipotecaria, dado que dicha figura jurídica (caducidad) impide el análisis del

fondo del asunto.

B).-  Por su parte,  en el recurso correspondiente a la demandada,

está hace  valer  como  único  agravio que  le  causa  perjuicio  que  no  se

condenara a su contraparte al pago de las costas del juicio, ante la inexacta

aplicación del artículo 140 del Código de Procedimientos Civiles del Estado,

pues estima que contrario a lo considerado en la sentencia combatida, se

actualizó el supuesto previsto en la fracción III, del invocado dispositivo legal,

en  razón  de  que  se  intentó  un  juicio  hipotecario,  mismo  que  no  resultó

favorable  a  la  accionante,  debiendo  tomarse  en  cuenta  también  que  la

declaración  de  la  caducidad  de  la  instancia  se  efectuó  en  sentencia

definitiva, y no durante la tramitación del juicio. 

Es  fundado el  motivo  de  desacuerdo  antes  sintetizado,  porque  el

artículo  140,  fracción  III,  del  Código  de  procedimientos  Civiles  para  el

Estado, al establecer la condena en costas, atiende al supuesto relativo a

que  siempre deberá pagarlas aquel  que fuere condenado en los juicios

ejecutivo,  hipotecario  o  los  interdictos  de  retener  y  recuperar,  y  el  que

intente alguno de estos juicios si no obtiene sentencia favorable; y no

condiciona  para  condenar  en  costas,  que  deba  estudiarse  el  fondo  del

asunto, sino sólo que no se obtenga una resolución favorable, y esto puede

ser  porque  se  dictó  un  fallo  absolutorio  o  bien,  porque  concluyó  el

procedimiento de manera definitiva sin que la sentencia decida sobre las

prestaciones reclamadas y en esta situación, si la finalidad de las costas es

resarcir de los gastos ocasionados a quien injustamente ha sido llevado a

juicio, lo procedente es condenar al actor a su pago, por haber intentado un

juicio de esa clase, sin haber obtenido una sentencia favorable.



En el presente asunto, se observa que en el juicio de origen se llegó

hasta el dictado de la sentencia definitiva, en la que se declaró fundada la

excepción de caducidad de la instancia hecha valer, lo que dio lugar a que

se  determinaran  infundadas  las  pretensiones  de  la  parte  actora,

actualizándose  el  supuesto  legal  previsto  en  la  invocada  fracción  III,  del

artículo 140, del ordenamiento legal invocado, por haber intentado la actora

un juicio hipotecario, sin haber obtenido sentencia favorable, de suerte que

debió ser condenada al pago de las costas originadas en el mismo. 

Sin que para que operara la indicada condena forzosa en costas, en el

supuesto  legal  en  estudio,  fuera  indispensable  que  en  el  dictado  de  la

sentencia definitiva se analizara la procedencia de la acción intentada, ya

que el dispositivo legal en estudio no exige tal requisito, sino únicamente que

el actor no obtenga sentencia favorable, lo que puede ocurrir cuando se dicta

resolución que ponga fin al juicio, lo que acontece, entre otros supuestos, al

determinarse que operó la caducidad de la primera instancia, tal y como en

la especie acaeció.

De igual forma, no obsta a lo anterior que la obligación del demandante

de pagar costas, (como uno de los efectos de la declaración de la caducidad

de la instancia cuando se concluye el juicio de manera anticipada) se genere

conforme a lo previsto en el artículo 132 del Código procesal en consulta

hasta que el demandante ejercite, en un nuevo juicio, la misma acción que

en el juicio anterior fue motivo de la declaración de caducidad en primera

instancia; pues en el caso concreto, la obligación de dicho pago no deriva de

los efectos de la declaración de la perención de la instancia, sino de haberse

intentado  por  el  demandante  un  juicio  hipotecario  que  llegó  al

pronunciamiento de un fallo definitivo que le fue adverso, habiendo existido

actividad procesal de la parte demandada.

En mérito de lo anterior, no habiendo más agravios que analizar, dado

que ningún argumento vertido tiende a refutar el plazo computado, ni si este

podía empezar o correr, ni mucho menos que se hubiera interrumpido por

alguna causa, resultando insuficientes para cambiar el sentido del fallo, de

conformidad  con  lo  dispuesto  en  los  artículos  593  y  618  del  Código  de

Procedimientos  Civiles  del  Estado,  se  impone  la  necesidad  jurídica  de

MODIFICAR  únicamente el  punto  resolutivo  tercero de  la  sentencia

definitiva en esta vía impugnada, para quedar de la siguiente manera:

“…TERCERO.- Se condena a la parte actora  ***** ********* *** ******

******** ******** *********** ** ***** ********* ***** ********** *******, al pago

en favor de la parte demandada, de las costas que el presente juicio ha
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originado, previa regulación que conforme a derecho se haga de las

mismas en el incidente correspondiente…”

Quedando subsistentes los puntos resolutivos restantes.

No  se  hace  especial  condena  respecto  al  pago  de  costas  en  esta

segunda instancia, al no actualizarse la hipótesis contenida en la fracción

IV del artículo 140 del Código de Procedimientos Civiles del Estado.

Remítase copia debidamente certificada de esta resolución al Juzgado

de origen, para los efectos legales correspondientes y en su oportunidad

devuélvase el  expediente original  y archívese el  presente toca civil  como

asunto totalmente concluido.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, es de resolverse y se:

R E S U E L V E:

PRIMERO.- Se MODIFICA la sentencia definitiva recurrida, únicamente

en su resolutivo tercero, conforme a lo señalado en el último considerando

de  la  presente  resolución,  quedando  subsistentes  los  puntos  resolutivos

restantes.

SEGUNDO.- No se hace especial condenación al pago de costas en

esta segunda instancia.

TERCERO.-  Remítase  copia  debidamente  certificada  de  esta

resolución al Juzgado de origen, para los efectos legales correspondientes y

en su oportunidad devuélvase el expediente original y archívese el presente

toca civil como asunto totalmente concluido.

NOTIFIQUESE PERSONALMENTE Y CUMPLASE.- Así lo resolvió y

firma la Magistrada Numeraria  DULCE MARÍA BALAM TUZ, Titular de la

Quinta Sala Especializada en Materia Civil y Mercantil del Tribunal Superior

de Justicia del Estado, con sede en esta Ciudad de Cancún, Quintana Roo,

ante  la  Secretaria  de  Acuerdos  de  la  Sala,  M.D. REYNA  ESTRELLA

MEDINA GARCIA, quien autoriza y da fe.- DOY FE.- 

[Firmado electrónicamente]
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